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los servicos públicos y su permanencia 
como institución jurídica en colombia
public utilities and its standing  
as a legal institution in colombia
luIS ferNey moreNo*
INtroduccIóN
Este escrito está inspirado en el artículo de Juan Carlos Cas-
sagne sobre La permanencia del servicio público como institución 
jurídica (crisis y metamorfosis)1. Con base en sus importantes 
aportes a la permanencia de la institución jurídica de los 
servicios públicos, nos hemos dado a la tarea de analizar 
el derecho de los servicios públicos vigente en Colombia, 
con el fin de determinar cómo esta institución permanece, 
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1 caSSaGNe: “La permanencia del servicio público como institución jurídica 
(crisis y metamorfosis)”, en: Congreso Internacional de Derecho Administrativo. 
Derecho Administrativo en el Siglo xxi, vol. II, adrus Editores, 2013. 
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es útil y ha vivido una renovación desde el punto de vista 
constitucional y jurisprudencial. Es reconfortante leer a 
Cassagne2, quien dice que países como brasil, Chile, Perú y 
Colombia no se concentraron a poner fin a la ideologización 
del concepto de servicio público; en cambio sí lo propone, 
para el caso colombiano, Palacios Mejía, quien habla de la 
inutilidad del concepto de servicio público3.
Dentro de la perspectiva de la doctrina colombiana, 
concordamos con Montaña4, artehortúa5 y santofimio6 de 
darle una connotación al concepto de los servicios públi-
cos, pese a las trasformaciones del Estado en el día de hoy. 
Con todo, lo dicho por la doctrina colombiana anterior y la 
doctrina extranjera, en particular por Cassagne, nos permi-
timos insistir en la permanencia de los servicios públicos 
como institución jurídica útil y renovada en el contexto del 
Derecho colombiano.
antes de desarrollar el temario que cumpla con el propósito
anterior, no sobra presentar unas líneas generales sobre las
cuales se cimienta la institución de los servicios públicos en
Colombia. La organización de los servicios públicos
2 caSSaGNe, op. cit., p. 708.
3 palacIoS mejía: “El inútil concepto de ‘servicio público’, Notas para una 
crítica desde la perspectiva de law and economics”, en: Colección de Derecho 
Económico, Homenaje a Enrique Low Murtra, Universidad Externado Colombia, 
2001, pp. 95-104.
4 moNtaña plata: Fundamentos del Derecho Administrativo. Universidad Ex-
ternado de Colombia. 2010. Montaña defiende la existencia de la actividad 
de los servicios públicos, en lo que estamos de acuerdo; pero diferimos en 
que los servicios públicos no son actividades administrativas en el Derecho 
colombiano, pp. 148 a 150.
5 atehortúa ríoS: Servicios públicos domiciliarios y las tic en el contexto del pre-
cedente judicial. Dike biblioteca Jurídica, pp. 43 y 45.
6 SaNtofImIo: “Una aproximación al origen de la teoría de los servicios pú-
blicos”, en: El servicio público aproximaciones a su estructura teoría, Ubijus, 
Universidad Panamericana, 2013, pp. 110 a 116. 
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desde el punto de vista constitucional y legal no es están-
dar en américa Latina, difiere de un país a otro. En el caso 
colombiano, que pertenece a la familia jurídica romano-
francesa, el artículo 365 de la Constitución Política es el 
que rige para todos los servicios públicos, pero cada uno 
de ellos tiene su propio régimen jurídico, como se verá 
más adelante.
Lo común en todos los servicios públicos en Colombia 
son los siguientes aspectos, definidos en el artículo 365 
de la Constitución Política, en el artículo 430 del Código 
sustantivo del Trabajo, y en el artículo 2 numeral 3 de la 
Ley 80 de 1993:
• Los servicios públicos son inherentes a la finalidad 
social del Estado.
• El Estado tiene el deber de asegurar la prestación de 
los servicios públicos eficientes a todos los habitantes del 
territorio nacional, mas no el deber de prestarlos.
• Los servicios públicos pueden ser prestados por el 
Estado, directa o indirectamente, o por comunidades or-
ganizadas, o por particulares.
• Todos los servicios públicos están sometidos a la re-
gulación, el control y la vigilancia del Estado.
• Todos los servicios públicos satisfacen necesidades 
de carácter general o colectivo.
• Todos los servicios públicos se deben prestar de forma 
regular y continua.
respecto a la prestación de servicios públicos por parte del 
Estado, la Corte Constitucional ha sostenido que, si bien el 
Estado tiene la obligación de garantizar la prestación conti-
nua y eficiente de los servicios públicos, esa obligación no 
implica una imperatividad de prestación directa por parte 
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de este, ya que la Constitución también permite la presta-
ción por parte de particulares o comunidades organizadas7.
Con estas premisas iniciales, desarrollaremos el siguiente 
temario: la definición de servicio público, características, los 
efectos jurídicos cuando una actividad se declara servicio 
público, las diferentes especies de servicios públicos, los 
principios de los servicios públicos, y el régimen jurídico 
de cada uno de los servicios públicos.
1. defINIcIóN de ServIcIo púBlIco eN colomBIa
La Constitución Política, en sus artículos 365 y 150 nume-
ral 23, menciona el término genérico de servicio público, 
pero no lo define en su cuerpo normativo. El concepto de 
servicio público como género es definido únicamente en 
los artículos 430 del Código sustantivo del Trabajo8 (cSt), 
y en el artículo 2.° numeral 3 de la Ley 80 de 1993 (Estatuto 
de la Contratación Pública).
La primera norma (art. 430 cSt), inspirada en la Cons-
titución de 1886, define servicio público así:
(…)
Para este efecto se considera como servicio público toda activi-
dad organizada que tienda a satisfacer necesidades de interés 
7 Corte Constitucional, sentencia C-041/2003. M.P.: Jaime Córdoba Triviño. al 
respecto, la Corporación afirmó: “… en cabeza del Estado radica la obligación 
de garantizar que la prestación de los servicios públicos sea eficiente, pero 
tal imperativo constitucional no puede llevarse hasta el extremo de afirmar 
que tenga que prestarlos directamente. La Constitución no establece tal com-
promiso, pues prevé la posibilidad de que los mismos sean prestados no sólo 
por el Estado sino también por comunidades organizadas o por particulares 
(art. 365 C.P.). De manera tal que todos tienen igual vocación”.
8 El Decreto Legislativo 753 de 1956 reglamenta el derecho de huelga incor-
porado en el artículo 430 del cSt. 
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general en forma regular y continua, de acuerdo con un régi-
men jurídico especial, bien que se realice por el Estado, directa 
o indirectamente, o por personas privadas. Constituyen, por 
tanto, servicio público, entre otras, las siguientes actividades:
a) Las que se prestan en cualquiera de las ramas del poder 
público;
b) Las de empresas de transporte por tierra, agua y aire; y de 
acueducto, energía eléctrica y telecomunicaciones.
c) Las de establecimientos sanitarios de toda clase, tales como 
hospitales y clínicas;
d) Las de establecimientos de asistencia social, de caridad y 
de beneficencia;
(…)
Como bien lo señala claramente vidal Perdomo9, esta noción 
de servicio público acoge el concepto material o funcional 
de servicio público y se aleja de la noción de servicio pú-
blico como un organismo administrativo. aquella noción 
era la predominante en esa época en el Derecho francés de 
los servicios públicos.
La segunda norma, esto es, el artículo 2.°, numeral 3 de 
la Ley 80 de 1993 (Estatuto de la Contratación Pública), 
define los servicios públicos así:
(…)
3.° se denominan servicios públicos:
9 vIdal perdomo: Derecho administrativo. 11.ª ed., Temis, bogotá, D. C., 1997, 
p. 194.
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Los que están destinados a satisfacer necesidades colectivas 
en forma general, permanente y continua, bajo la dirección, 
regulación y control del Estado, así como aquellos mediante 
los cuales el Estado busca preservar el orden y asegurar el 
cumplimiento de sus fines.
Esta definición es muy similar a la contenida en el cSt. La 
única diferencia está en que la Ley 80 de 1993 menciona 
que los servicios públicos están sometidos a la dirección, 
regulación y control del Estado, en razón a que se desarro-
llan los principios de intervención del Estado establecidos 
en el artículo 365 de la Constitución Política.
La Corte Constitucional ha venido desarrollando el con-
cepto de servicio público desde la sentencia C-075/1997[10], 
al afirmar que este debe evolucionar constantemente de-
bido a que su definición está ligada a la situación política, 
económica y social del Estado. actualmente, este concepto 
es amplio y ha evolucionado de acuerdo con la sociedad 
cambiante, cambio que se evidencia en sentencias más re-
cientes de la Corte como la C-378/10[11].
10 Corte Constitucional. sentencia C-075/1997. M.P.: Hernando Herrera ver-
gara. “El concepto de servicio público ha sido objeto de un permanente de-
sarrollo ligado a la constante evolución de la situación política, económica 
y social del mismo Estado”, por lo que se entiende la noción como ”aquellas 
actividades que el Estado tiene el deber de prestar a todos los habitantes del 
territorio nacional, de manera eficiente, regular y continua, en igualdad de 
condiciones, en forma directa, o mediante el concurso de los particulares, con 
el propósito de satisfacer las necesidades de interés general que la sociedad 
demanda”.
11 Corte Constitucional. sentencia C-378/10. M.P.: Jorge iván Palacio Palacio. 
La Corte sostiene que dentro de la noción “subyacen también aspectos ma-
teriales relacionados con el cumplimiento de los fines del Estado y el bien-
estar general de los asociados, ya sea de manera directa por las autoridades 
estatales o bien con el concurso de la empresa privada”.
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2. caracteríStIcaS del coNcepto de ServIcIo púBlIco
Tanto de la definición del artículo 430 del Código sustan-
tivo del Trabajo (cSt) como del artículo 2.° numeral 3 de 
la Ley 80 de 1993 se derivan las siguientes características 
del concepto de servicio público:
2.1. Son actividades
El artículo 430 del Código sustantivo del Trabajo, al definir 
los servicios públicos, es explícito en que se trata de acti-
vidades organizadas, y el artículo 2.° numeral 3 de la Ley 
80, aunque no es explícito, parece que diera la idea que se 
trata también de actividades. Estas dos disposiciones fue-
ron un gran paso porque no se conciben en su concepción 
clásica como órganos administrativos12. No obstante, es de 
anotar que el artículo 430, por la influencia de la concepción 
clásica en el momento de su aprobación, estableció, entre 
otras, que constituyen servicio público las actividades que 
se prestan en cualquiera de las ramas del poder público.
se aclara que los servicios públicos en su sentido genérico 
se tratan de actividades declaradas como servicios públi-
cos por la ley, de conformidad con artículo 150 numeral 
23 de la Constitución. Esto es, para que una actividad sea 
declarada servicio público se requiere de reserva de ley.
La Corte Constitucional abordó el tema de la reserva 
de ley en la sentencia Su 1010 de 2008[13] y enfatiza que la 
12 Tanto vIdal perdomo como rodríGuez están de acuerdo en que prevalece 
el concepto material, esto es, que el servicio público es una actividad y no 
un sinónimo de organismo público. Cfr. vIdal, op. cit., p. 194, y rodríGuez, 
r. Derecho administrativo, General y colombiano. 16.ª ed., Temis, bogotá, D.C., 
2008, p. 566. 
13 Corte Constitucional. sU 1010 de 2008. M.P.: rodrigo Escobar Gil. “… de 
conformidad con los artículos 150.8, 150.23, 365,367 y 369 de la Constitución, 
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Constitución le otorga competencia al legislador al esta-
blecer el régimen jurídico de los servicios públicos, sus 
parámetros generales de regulación, entre otros.
2.2. Destinadas a satisfacer necesidades colectivas  
o de interés general
No es tan precisa la frase que dice: “satisfacer necesidades 
colectivas o de interés general“, porque hoy en día, como 
también así lo expresa rodríguez14, casi toda actividad 
satisface necesidades colectivas o de interés general. En-
tonces, ¿cuáles son esas actividades? Pues esto depende de 
la libre configuración por parte del legislador. En efecto, el 
legislador es el que finalmente determina qué actividades 
satisfacen necesidades colectivas y las declara servicios 
públicos. Paradójicamente, la actividad agrícola, que es un 
sector que efectivamente satisface necesidades colectivas, no 
se ha declarado servicio público. Pues aquí está el meollo. 
Todo queda en la libertad de configuración del legislador. 
Este criterio sirve y es esencial, como lo dice rodríguez15, 
por cuanto no se puede pensar que exista un servicio para 
satisfacer necesidades de carecer simplemente privado.
En relación con la satisfacción del interés general, la 
Corte también se pronunció al respecto en la sentencia 
Su 1010/08[16], en la que afianzó la idea de que mediante 
corresponde a la ley establecer el régimen jurídico de dichos servicios [los 
servicios públicos], definir las pautas, parámetros generales y los aspectos 
estructurales de los mismos, reservarse algunos de esos servicios según las 
necesidades y conveniencias del Estado, definir áreas prioritarias de inver-
sión social, determinar el régimen de participación ciudadana y municipal 
e incluir en los planes y presupuestos de la Nación el gasto social”.
14 rodríGuez, op. cit., p. 564.
15 rodríGuez, op. cit., p. 564.
16 Corte Constitucional. sentencia su 1010 /2008. M.P.: rodrigo Escobar Gil. 
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la prestación permanente, continua y eficiente de los ser-
vicios públicos, el Estado podrá garantizar los derechos 
fundamentales de la población y la satisfacción del interés 
general de la sociedad.
2.3. Se presta en forma permanente, regular,  
continua y eficiente
El hecho de que en la definición se exprese la frase: la sa-
tisfacción en forma permanente, regular y continua del servicio 
indica que las actividades declaradas servicios públicos 
deben prestarse en forma ininterrumpida y continua, esto 
es, sin interrupción, diferentes a las motivadas por razones 
técnicas o de fuerza mayor. además, las palabras citadas 
tienen la connotación de que ninguna decisión del Estado 
o de los particulares puede afectar la regularidad y conti-
nuidad del servicio.
La eficiencia es ampliamente respaldada y utilizada 
como una de los principios base sobre los que se erige el 
ordenamiento jurídico colombiano. La Constitución Po-
lítica, como su principal exponente, aboga por la presta-
ción eficiente de los servicios públicos a los habitantes del 
territorio nacional como uno de los fines que persigue el 
Estado social de Derecho. Esta posición es reiterada en las 
“La relación inescindible que existe entre la prestación eficiente de los mis-
mos y la satisfacción de las necesidades de interés general, tal y como lo 
ha establecido esta Corporación, se explica en tanto “… por una parte, la 
realización de los derechos fundamentales de las personas depende en gran 
medida de la adecuada prestación de los servicios públicos –p.ej. de agua, 
salud, saneamiento básico, energía, transporte, etc.– y por otra, el Constitu-
yente ha optado por una forma estatal, el Estado social de Derecho, desti-
nada a corregir la deuda social existente en el país con los sectores sociales 
más desfavorecidos mediante un sistema político que busca la progresiva 
inclusión de todos en los beneficios del progreso”.
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leyes 80 de 1993 y 142 de 1992, leyes especiales que buscan 
una efectiva prestación de los servicios públicos a fin de 
garantizar los derechos de los administrados.
si bien el principio de eficacia es reiterado a lo largo de 
todo el cuerpo normativo nacional como un principio guía 
esencial, el legislador no ha entrado a definir con exactitud 
lo que se debe entender como eficiencia. En consecuencia, 
la jurisprudencia en los últimos años trabaja en el análisis 
de este concepto, con el fin de delimitar los parámetros bajo 
los cuales puede entenderse este principio. La Corte Cons-
titucional, en sentencia de 2013[17], la define en este contexto 
como la capacidad para mejorar la relación costo-beneficio 
entre una buena prestación de los servicios públicos por 
parte del Estado y el gasto requerido para lograrlo, por lo 
cual el Estado tiene, en consecuencia, el deber de planear 
el uso inteligente de sus recursos públicos para satisfacer 
las necesidades de la sociedad de la mejor forma posible.
ahora bien, es importante tener en cuenta que la regu-
laridad y la continuidad no son los únicos elementos para 
considerar sobre los servicios públicos, dado que existen 
otros que se añaden, tal como lo señala el artículo 2.° nu-
meral 3 de la Ley 80 de 1993, con los que el Estado busca 
preservar el orden y asegurar el cumplimiento de los fines. 
Estos propósitos dependen de cada régimen jurídico de los 
17 Corte Constitucional. sentencia C- 826 /2013. M.P.: Luis Ernesto vargas sil-
va. “Por su parte, en lo que atañe al principio de eficiencia la jurisprudencia 
de este Tribunal ha señalado que se trata de la máxima racionalidad de la 
relación costos-beneficios, de manera que la administración pública tiene 
el deber de maximizar el rendimiento o los resultados, con costos menores, 
por cuanto los recursos financieros de Hacienda, que tienden a limitarlos, 
deben ser bien planificados por el Estado para que tengan como fin satisfa-
cer las necesidades prioritarias de la comunidad sin el despilfarro del gasto 
público. Lo anterior significa que la eficiencia presupone que el Estado, por 
el interés general, está obligado a tener una planeación adecuada del gasto, 
y maximizar la relación costo-beneficio”.
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servicios públicos. Por ejemplo, en los servicios públicos 
domiciliarios se definen ciertos fines en el artículo 2.° de 
la Ley 142 de 1994, como: la prestación continua e inte-
rrumpida, prestación eficiente, calidad, libre competencia, 
solidaridad, entre otros.
La prestación permanente y continua de los servicios 
públicos es un tema que la Corte también abordó en su 
sentencia Su 1010/08[18], en la cual se recalcó que es por 
medio de la prestación de los servicios públicos en forma 
continua, regular y eficaz, que el Estado puede satisfacer 
las necesidades de su población y así cumplir con los fines 
del Estado social de Derecho.
3. efectoS jurídIcoS de la declaratorIa  
de ServIcIo púBlIco
Declarar una actividad como servicio público no implica 
per se o no tiene por efecto automático la titularidad pú-
blica de los servicios públicos (publicatio). La Constitución 
en el inciso segundo del artículo 365 no consagra dicha 
titularidad como regla general sino por vía excepcional, 
esto es, solamente cuando a juicio del Congreso de la re-
pública se considere que pueden reservarse algunas de 
18 ibídem. “Debido a su importancia como mecanismo para asegurar las con-
diciones de vida digna de todos los habitantes del territorio nacional, su 
prestación se rige por los principios de eficiencia, regularidad, continuidad 
e igualdad, a través de los cuales se busca lograr la satisfacción de las nece-
sidades de interés general y la efectiva realización de los fines estatales (…). 
se busca a través de los servicios públicos satisfacer necesidades de interés 
general en forma regular y continua. son además, el medio por el cual el 
Estado realiza los fines esenciales de servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos 
y deberes constitucionales. La razón de ser de los poderes constituidos es el 
servicio a la comunidad, la satisfacción de sus necesidades y la protección 
de los derechos individuales de sus miembros”.
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estas  actividades. Esa decisión depende de cómo se quiere 
organizar las diferentes especies de servicios públicos en 
su régimen jurídico propio fijado por la ley.
La Corte realizó importantes aportes sobre la naturaleza 
y alcance de los servicios públicos en la sentencia T-578 de 
1992[19], en la que concluye que si bien la regla general es 
que los particulares o comunidades organizadas pueden 
prestar servicios públicos, existen algunos de estos que, por 
su importancia nacional y naturaleza propia, su prestación 
debe estar a cargo exclusivo del Estado.
No obstante lo anterior, es de reconocer que en el pasado 
la doctrina y la jurisprudencia se guiaron por la existencia 
per se de la titularidad pública de los servicios públicos y 
la asimilación del concepto de servicio público con el de 
la función pública o administrativa. Pero a partir del año 
de 2001, el autor20 planteó la inexistencia de la titularidad 
estatal per se de los servicios públicos en la Constitución. 
así mismo, Palacios Mejía21 y este autor22 plantearon la 
diferencia de los conceptos de función pública o adminis-
trativa y servicios públicos.
19 Corte Constitucional. sentencia T-578 de 1992. M.P.: alejandro Martínez 
Caballero. “Los servicios públicos, relacionados con la administración de 
justicia y la fuerza pública, están a cargo exclusivo del Estado, por su mis-
ma naturaleza y las connotaciones que ellos tienen dentro del concepto de 
soberanía nacional. En los demás servicios se prevé la participación de los 
particulares o de las comunidades organizadas, en su prestación. Con ello se 
consagraron alternativas distintas a la puramente estatal en su organización 
y atención”.
20 moreNo: Servicios públicos domiciliarios. Perspectivas del Derecho Económico. 
Universidad Externado de Colombia, bogotá, D. C., 2001, pp. 66-70. 
21 palacIoS mejía: El Derecho de los servicios públicos. Derecho vigente, bogotá, 
D.C., 1999, pp. 28-31.
22 moreNo, op. cit., pp. 61-62. 
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Con buen juicio, la Corte Constitucional, en el año 2003, 
mediante la sentencia C-037 de 2003[23], acepta la diferen-
ciación entre servicios públicos y función pública. Dicha 
decisión se fundamenta en la doctrina extranjera24. La 
Corte Constitucional en la sentencia citada concluye que 
es imposible hacer equivalentes los conceptos de función 
pública y el de servicio público, cuando afirma:
si bien en un sentido amplio podría considerarse como fun-
ción pública todo lo que atañe al Estado, cabe precisar que la 
Constitución distingue claramente los conceptos de función 
pública y de servicio público y les asigna contenidos y ámbitos 
normativos diferentes que impiden asimilar dichas nociones, 
lo que implica específicamente que no se pueda confundir el 
ejercicio de función públicas, con la prestación de servicios 
públicos, supuestos a los que alude de manera separada el 
artículo 150 numeral 23 de la Constitución que asigna al Le-
gislador competencia para expedir las leyes llamadas a regir 
una y otra materia.
[…] La Constitución Política ha reservado para el Estado las 
funciones de regulación, control y vigilancia de los servicios 
públicos –que en sí mismas corresponden cabalmente al ejer-
cicio de funciones públicas–, mientras que la prestación de los 
mismos, en la medida en que no implica per se dicho ejercicio, 
ha determinado que puede ser adelantada por el Estado, por 
particulares o por comunidades organizadas (art. 365 C.P.).
23 Colombia. Corte Constitucional. sentencia C-037 de 28 de enero de 2003, 
M.P.: Álvaro Tafur Galvis. 
24 arIño ortIz: Principios de Derecho Público Económico. Fundación de Estu-
dios de regulación, Editorial Comares, 2.a ed., Granada, 2001, pp. 487-614; 
SaNtamaría paStor: Principios de Derecho Administrativo, vol. II, 2.a ed., C. E. 
ramón areces, Madrid, 2000, pp. 299-340; caSSaGNe: Derecho Administrativo, 
5.a ed., abeledo Perrot, buenos aires, 1994, pp. 416-444. Citado en Colombia. 
Corte Constitucional. sentencia C-037 de 28 de enero de 2003, nota [52], M.P.: 
Álvaro Tafur Galvis. 
262
Esta diferenciación de los conceptos servicio público y 
función pública es acogida también por el Consejo de Esta-
do en la sentencia ap-0020 de 13 de mayo de 2004[25] y en la 
sentencia ap-00254 del 10 de marzo de 2005[26]. El Consejo 
de Estado fija su posición en la primera providencia de la 
siguiente forma:
El modelo constitucional económico de la Carta Política de 
1991 está fundado en la superación de la noción “francesa” 
de servicio público, conforme a la cual éste era asimilable 
a una función pública, para avanzar hacia una concepción 
económica según la cual su prestación está sometida a las 
leyes de un mercado fuertemente intervenido; así se deduce 
del artículo 365 constitucional cuando dispone que es deber 
del Estado asegurar la prestación eficiente de los servicios 
públicos y que estos pueden ser prestados por el Estado, di-
recta o indirectamente, por comunidades organizadas o por 
particulares. Nótese que la norma es clara en señalar que el 
Estado debe asegurar la prestación (no prestar forzosamente) 
al tiempo que permite la concurrencia de agentes (públicos, 
privados o mixtos) en su prestación.
Con esta posición del Consejo de Estado y la de la Corte 
Constitucional, se consolida en Colombia la separación de 
los conceptos de función administrativa o pública y ser-
vicio público y se elimina un elemento que se tomaba de 
base para establecer la titularidad pública de los servicios 
públicos. No sobra precisar que la sentencia de la Corte 
Constitucional citada conceptuó que en el caso que el  Estado 
25 Colombia. Consejo de Estado. sección Tercera. sentencia de 13 de mayo de 
2004, C.P.: María Elena Giraldo Gómez. radicación 50001-23-31-000-2003-
00020-01 (aP).
26 Colombia. Consejo de Estado. sección Tercera. sentencia de 10 de marzo de 
2005, C.P.: María Elena Giraldo Gómez. radicación 25000-23-25-000-2003-
00254-01.
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llegue a reservarse para sí la prestación  exclusiva de un ser-
vicio público, el efecto natural solo es que los particulares 
deben estar previamente habilitados por el Estado para 
prestar los servicios públicos. Entonces, a  nuestro juicio, en 
el evento en que la ley reserve la titularidad pública, esto 
implicaría que el Estado otorgaría los títulos habilitantes 
para la prestación o gestión de los servicios públicos a car-
go de los particulares o a las comunidades organizadas o a 
las empresas publicas organizadas para estos propósitos.
De todas formas, es de reconocer que la Corte Constitu-
cional dejó la posibilidad de establecer dentro del régimen 
jurídico de cada servicio público el ejercicio de potestades 
de función pública solo en el momento cuando el particular 
lo requiera para prestación del servicio público, por ejem-
plo, expedición de actos administrativos unilaterales, las 
cláusulas exorbitantes en los contratos, etc.27.
Con fundamento en lo expuesto anteriormente, los 
efectos jurídicos de la declaratoria de servicio público, 
cualquiera que sea su forma de organización, con base en 
el artículo 365 de la C. N., en el artículo 430 del Código 
sustantivo del Trabajo, en el artículo 2.°, numeral 3 de la 
Ley 80 de 1993, y en la jurisprudencia de la Corte Consti-
tucional, serían los siguientes:
• Actividades inherentes a la finalidad social del Esta-
do. Este efecto está claramente señalado en el artículo 365 
constitucional.
27 atehortúa ríoS, op. cit., p. 53. Este autor señala, con toda razón, que “la 
teoría del servicio público vigente en Colombia no permite concluir que los 
servicios públicos sean asimilables a actividades privadas sometidas en todo 
al Derecho privado, como tampoco que sean actividades administrativas que 
le correspondan exclusivamente al Estado, ni lo uno ni lo otro; los servicios 
públicos se someten al régimen jurídico que les es propio”. 
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• Permanencia, regularidad y continuidad del servicio. 
Este efecto se puede extraer de los artículos 430 del Códi-
go sustantivo del Trabajo y 2.°, numeral 3 de la Ley 80 de 
1993 (régimen de los contratos estatales), disposiciones 
que establece una definición de servicio público.
• Mayor intensidad de intervención del Estado en re-
gulación, vigilancia y control (art. 365 C. N.). Este efecto 
se deriva de lo señalado en la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional desarrollada en las sentencias C-176 de 
1996, C-616 de 2001, C-615 de 2002, C-791 de 2002, C-578 
de 2004, T-456 de 2005, y recientemente en la sentencia 
C-172/14[28] al afirmar que el Estado debe permitir la libre 
competencia económica en la prestación de los servicios 
públicos, ya que el fin que persigue el Estado es la presta-
ción eficiente, regular y continua de estos.
• La responsabilidad del Estado se limita a asegurar la 
prestación del servicio público. Esto es, Estado garante de 
la prestación y no prestador. Este efecto está señalado en 
el artículo 365 constitucional.
• La responsabilidad de los prestadores se circunscribe 
a prestar de forma regular, continua y eficiente el servicio 
público. Lo anterior se puede deducir de los artículos 365 
de la Constitución, 430 del Código sustantivo del Trabajo, 
y 2.° numeral 3 de la Ley 80 de 1993.
• Cumplir con ciertos principios o finalidades públicas 
u objetivos públicos que se señalan, por regla general, en 
el régimen jurídico de cada servicio público, pero si no 
28 Corte Constitucional. sentencia C-172/14. M.P.: Jorge iván Palacio Palacio. 
“La regulación de los servicios públicos se proyecta como una de las formas 
de intervención del Estado en la economía. así, respecto de la libre compe-
tencia económica (…) el rol del Estado se orienta a remover los obstáculos 
indebidos, “para corregir los errores de un mercado imperfecto y delimitar 
el ejercicio de la libertad de empresa, así como para preservar la sana y trans-
parente competencia, con el fin de lograr una mejor prestación de aquellos”.
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son señalados en su propio régimen, son aplicables los 
principios fundamentales de los servicios públicos29. Este 
efecto, se puede derivar de varias sentencias de la Corte 
Constitucional: C- 176 de 1996, C-352 de 1998, C-616 de 2001, 
C-150 de 2003, C-075 de 2006, y más recientemente en la 
sentencia C-172/14[30] que reafirma el deber del legislador 
de regular integralmente la materia de servicios públicos.
• Los prestadores del servicio público de educación, 
del servicio público de salud y de los servicios públicos 
domiciliarios quedan directamente sujetos a la acción de 
la tutela, de conformidad con el artículo 42 del Decreto 
2591 de 1999. Pero es de aclarar que esto no significa que 
los servicios públicos domiciliarios sean derechos funda-
mentales sino que, se repite, los prestadores están sujetos 
a las acciones de tutela y por conexidad deben alegar los 
derechos fundamentales consagrados en el Decreto 2591 
de 1991.
• El ejercicio de funciones administrativas o públicas 
depende de si el régimen jurídico de cada servicio públi-
co lo establece expresamente. En Colombia se le asignan 
ciertas potestades o prerrogativas inherentes del Estado a 
29 araújo-juárez: Manual de Derecho de los servicios públicos. vedell Hermanos 
Editores. Caracas, venezuela, 2003, pp. 137-159. Para este autor, existen prin-
cipios fundamentales comunes a todos los servicios públicos, tales como: 
principio de igualdad, principio de continuidad, principio de mutabilidad, 
principio de neutralidad, principio de imparcialidad, principio de transpa-
rencia y principio de participación. 
30 Corte Constitucional. sentencia C- 172/14. M.P.: Jorge iván Palacio Palacio. 
aun cuando la Constitución trazó algunos lineamientos estructurales, lo 
cierto es que no definió integralmente el régimen jurídico de los servicios 
públicos, ni la forma específica de intervención del Estado en ese sector 
económico. optó por deferir al legislador la regulación, facilitando con ello 
la implementación de reformas, más o menos profundas, más o menos sensi-
bles, de acuerdo con las necesidades sociales, las circunstancias económicas 
y otras variables que pudieren incidir en la definición concreta de la política 
pública. 
266
los prestadores de los servicios públicos domiciliarios para 
que ejerzan ciertas funciones públicas, como los que están 
contenidos en los artículos 33 y 154 de la Ley 142 de 1994.
• Si se trata de entidades estatales, podrán utilizar para 
el cumplimiento del objeto contractual las cláusulas excep-
cionales al derecho común de terminación, interpretación 
y modificación unilaterales, de sometimiento a las leyes 
nacionales y de caducidad, según lo dispuesto por el ar-
tículo 14 de la Ley 80 de 1993, norma que debe aplicarse 
en concordancia con la ley que fija el régimen jurídico del 
servicio público, porque, por ejemplo, para el caso de los 
servicios públicos domiciliarios la Ley 142 de 1994 señala 
que se debe contar con la autorización de las comisiones 
de regulación para que se puedan usar las cláusulas ex-
cepciones.
• En el caso que venga acompañada de la reserva o 
declaratoria de titularidad estatal, el efecto jurídico que 
se deriva es el deber de los particulares de obtener títulos 
habilitantes para prestar o gestionar el servicio público.
Frente a los anteriores efectos, es importante aclarar la situa-
ción de aquellas actividades que son declaradas servicios 
públicos esenciales, puesto que solamente se les aplicaría lo 
dispuesto por el artículo 56 de la Constitución, como único 
efecto jurídico, esto es, que no se podría ejercer el derecho 
a huelga porque se afectaría la continuidad del servicio.
Esta posición ha sido desarrollada en la sentencia 
C -796/2014[31], en la que después de un análisis profundo 
31 Corte Constitucional. sentencia C-796/2014. M.P.: Jorge ignacio Pretelt 
Chaljub. “El derecho de los trabajadores a hacer la huelga con el fin de me-
jorar sus condiciones de trabajo y sociales, si bien representa un Derecho 
constitucional protegido, en el sentido de que contribuye a la realización 
efectiva de principios y valores consagrados en la Carta, no es oponible a 
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sobre el caso la Corte concluyó que, no obstante el derecho 
de huelga estar consagrado en la Constitución, los dere-
chos de los usuarios de los servicios públicos gozan de un 
rango superior por la importancia que estos tienen frente 
al Estado. Por lo tanto, siempre van a primar sobre el de-
recho de los trabajadores a hacer la huelga.
4. eSpecIeS de ServIcIoS púBlIcoS
Los tipos o especies de servicios públicos aparecen gracias 
a la declaratoria de ciertas actividades como servicio pú-
blico en la Constitución o en las leyes. así, por ejemplo, la 
Constitución establece los siguientes servicios públicos: 
servicios públicos domiciliarios, función notarial, seguri-
dad social, salud y educación.
Desde el punto de vista legal, encontramos declarados 
los siguientes servicios públicos: el transporte; distribu-
ción de derivados del petróleo; televisión; telefonía móvil 
celular; radiodifusión; servicios postales; transporte aéreo, 
terrestre, fluvial y marítimo; adecuación de tierras; explo-
tación, elaboración y distribución de sal; bomberos; policía; 
bienestar familiar; turismo de interés social, y alumbrado 
público. La jurisprudencia en ocasiones ha declarado por 
esa vía algunas actividades, por ejemplo, la banca, como 
servicio público32.
los derechos fundamentales de los usuarios de los servicios públicos, por el 
mayor rango que estos tienen en el ordenamiento constitucional. además, es 
mayor el perjuicio que se causa en sus derechos fundamentales a los usua-
rios, cuando aquellos son afectados, que los beneficios que los trabajadores 
derivan de la huelga para mejorar sus condiciones de trabajo. Es obvio, que 
la balanza de los intereses y derechos en conflicto debe inclinarse en favor 
de los derechos fundamentales”. 
32 Es de aclarar que el artículo 335 de la Constitución señala que las activida-
des financieras, bursátiles y aseguradoras son de INteréS púBlIco, categoría 
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Como ya se dijo antes, en el Derecho colombiano los 
diferentes tipos o especies de servicios públicos tienen un 
régimen constitucional común en el artículo 365 constitu-
cional, pero no tienen un régimen legal común porque la 
Constitución permite que cada uno tenga su propio régimen 
jurídico. así es como los servicios públicos domiciliarios 
tienen su propio régimen jurídico en la Ley 142 de 1994: 
el servicio público de transporte en la Ley 336 de 1996, el 
servicio de telefonía móvil celular en la Ley 37 de 1993, el 
servicio público de adecuación de tierras en la Ley 41 de 
1993, entre otras.
Como resultado de una revisión del régimen jurídico de 
cada uno de los servicios públicos, se puede observar que 
existen ciertas diferencias. La principal está relacionada 
con las facultades de los prestadores de ejercer funciones 
públicas o administrativas33. En los servicios públicos 
domiciliarios están previstas esas facultades para emitir 
actos unilaterales, en los artículos 33 y 154 de la Ley 142, 
pero un gran número de servicios públicos no contemplan 
esas potestades.
5. loS prINcIpIoS de loS ServIcIoS púBlIcoS
Con la construcción de la teoría de los servicios públicos 
se edificaron los principios. La doctrina ha identificado 
como principios clásicos: la continuidad, la igualdad, la 
mutabilidad y la gratuidad. De igual forma, ha precisa-
que la Corte Constitucional ha asimilado a la de servicio público. ver, entre 
otras, sentencia C-860 de 2006; sentencia T-763 de 2005; sentencia T-520 de 
2003 y sentencia T-1179 de 2000.
33 Es de recordar que la sentencia C-037 de 2003 de la Corte Constitucional 
determinó que la función pública en los servicios públicos se puede ejercer 
siempre y cuando el régimen jurídico propio de cada servicio público lo 
establezca expresamente. 
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do nuevos valores, pero ha conservado algunos clásicos: 
igualdad, neutralidad, mutabilidad, calidad, accesibilidad 
y eficacia. El principio de gratuidad ha desaparecido, por-
que gran parte de estos no son gratuitos y se remuneran, 
o bien como tasa o bien como una tarifa. adicionalmente 
a esta transformación, la doctrina estadounidense y euro-
pea del servicio universal agrega nuevos principios como 
cobertura, calidad y precios asequibles.
Estos principios tienen varias connotaciones: primero, 
como principios rectores, según rodríguez34, o funda-
mentales, a criterio de araújo-Juárez35, a todos los servi-
cios públicos y, segundo, como fuentes de obligaciones 
jurídicas tanto para el Estado como para los particulares 
prestadores de servicios públicos. En el Derecho de la Co-
munidad Europea estos principios se han constituido en 
fuentes jurídicas de las obligaciones de servicios públicos 
y de servicio universal impuestas a los prestadores por 
parte de los poderes públicos.
En Colombia, a pesar de que los principios se regulan 
como fines en el artículo 2.° de la Ley 142 de 1994, estos 
no son estrictamente considerados obligaciones concretas 
del servicio público que los debe imponer el Estado a los 
prestadores; son, más que todo, principios orientadores de 
la acción estatal y que también se vuelven en obligaciones 
jurídicas por parte de los prestadores.
6. réGImeN jurídIco de loS ServIcIoS púBlIcoS
El régimen jurídico de los servicios públicos no es uniforme. 
Es más que todo diverso y disperso; cada tipo o especie 
34 rodríGuez, op. cit., pp. 573-575.
35 araújo-juárez, op. cit., pp. 137-138.
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tiene su propio régimen conforme con lo previsto en el 
artículo 365 de la Constitución Política. Lo único común 
entre ellos es que están sometidos a la regulación, control y 
vigilancia del Estado. En los demás aspectos existen ciertas 
diferencias, por ejemplo: en la creación o declaratoria de 
servicio público, en el régimen de los prestadores, en el 
régimen de contratación, en el régimen de protección de 
los usuarios y en el régimen de precios. igualmente, en la 
estructuración de la regulación, control y vigilancia existen 
también ciertas diferencias.
Es de subrayar que el régimen jurídico legal de los ser-
vicios públicos siempre estará en la disyuntiva régimen 
jurídico de Derecho público o régimen jurídico de Derecho 
mixto (Derecho público y privado); lo que no es concebible 
es que sea exclusivamente Derecho privado.
6.1. La creación o declaratoria de una actividad  
como servicio público
La creación significa declarar como servicio público ciertas 
actividades que tienden a satisfacer necesidades de carácter 
general. En el Derecho colombiano, la declaración de una 
actividad como servicio público se realiza bien por la Cons-
titución o bien por la ley. La diferencia entre los servicios 
públicos se basa en las siguientes ecuaciones:
Primera ecuación: declaratoria de servicio público con 
la manifestación de titularidad pública, gestión estatal y 
régimen jurídico de Derecho público.
segunda ecuación: declaratoria de servicio público con la 
manifestación de titularidad pública, gestión mixta, pública 
o privada mediante títulos habilitantes y régimen jurídico 
mixto (Derecho Público y Derecho Privado).
Tercera ecuación: declaratoria de servicio público sin 
la manifestación expresa de la titularidad pública,  gestión 
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mixta: pública o privada, sin existencia de los títulos ha-
bilitantes y régimen jurídico mixto (Derecho Público y 
Derecho Privado).
6.2. Régimen de los prestadores
El artículo 365 de la Constitución autoriza que los servi-
cios públicos pueden ser prestados por el Estado directa o 
indirectamente o por los particulares o por comunidades 
organizadas. De acuerdo con este mandato constitucional, 
la libre iniciativa privada o pública36 es la regla general en 
materia de los servicios públicos.
Cada régimen jurídico determina la forma como se 
gestiona o se prestan los servicios públicos: una forma es 
una gestión en la que el Estado empresario participa en 
competencia con los particulares u otra forma es que solo 
participan los particulares en la gestión de los servicios 
públicos.
Cuando la Constitución habilita a los particulares no 
impone restricciones de la forma como estos deben or-
ganizarse, a menos que la ley que fije el régimen jurídico 
propio de cada servicio público disponga lo contrario. 
Existe libertad de las formas jurídicas de organización de 
los prestadores, quienes pueden optar por las diferentes 
posibilidades que da el ordenamiento jurídico colombiano. 
En el caso de los servicios públicos domiciliarios no hay 
esa libertad; el artículo 15 de la Ley 142 de 1994 enumera 
las formas jurídicas de organización de los prestadores de 
esos servicios.
36 Colombia. Corte Constitucional. sentencia C-616 de 13 de junio de 2001. 
M.P.: rodrigo Escobar Gil. 
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Esta restricción de libertad organizacional fue explicada 
por la Corte Constitucional en la sentencia C 263-13[37], al 
establecer que el legislador, por motivos de interés general, 
podrá restringir la libertad de empresa, la iniciativa privada, 
y otros derechos económicos que ostentan los particulares 
que prestan servicios públicos.
6.3. Régimen contractual
No existe una norma general que señale el régimen que debe 
seguir la actividad de contratación, entonces consideramos 
que cada régimen jurídico que regula el servicio público 
es el que finalmente define cual es el régimen aplicable a 
los contratos. Para rodríguez38, el régimen contractual de-
pende de si el servicio público es prestado por una entidad 
pública o una persona privada o una persona de natura-
leza mixta. si es lo primero, su régimen es el contenido en 
la Ley 80 de 1993; si es lo segundo, los contratos serán de 
carácter privado (Derecho privado), y si es la tercera, una 
persona de naturaleza mixta, esto dependerá de la parti-
cipación estatal: si es mayoritaria, se rige por la Ley 80, y 
si es minoritaria, sus contratos son de naturaleza privada 
(Derecho privado).
37 Corte Constitucional. sentencia C-263/13. M.P.: Jorge ignacio Pretelt Chaljub. 
ahora bien, cuando la prestación de servicios públicos se cumple por inter-
medio de particulares, el desarrollo de su actividad está constitucionalmente 
amparado por las libertades económicas y en particular por la libertad de 
empresa, la iniciativa privada y la libre competencia, en los términos del 
artículo 333 de la Carta Política. sin embargo, la misma norma reconoce que 
esos derechos pueden ser restringidos y señala expresamente que “la ley 
delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés 
social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación”. 
38 rodríGuez, op. cit., p. 576.
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Nos parece que la posición de rodríguez sirve para 
resolver la aplicación del régimen contractual de los servi-
cios públicos cuando estos no definen expresamente en su 
régimen jurídico la naturaleza jurídica de la contratación. 
Pero cuando se señale que el régimen de contratación para 
las entidades estatales es el Derecho privado, pues se ex-
cluye la aplicación de la Ley 80 de 1993 (Estatuto General 
de Contratación de la administración Pública). En efecto, 
a nuestro juicio, la regla general debe ser que cada régi-
men jurídico defina la contratación de sus prestadores, sin 
importar su carácter público o privado o mixto. En caso 
de silencio del régimen jurídico de cada servicio público, 
consideramos acertado aplicar, por excepción, la tesis de 
rodríguez.
basta citar el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007, que 
acepta la existencia de regímenes especiales y le reconoce 
prevalencia de esos regímenes frente al Estatuto General 
de Contratación de la administración Pública. así, por 
ejemplo, en materia de los servicios públicos domicilia-
rios, el artículo 31 de la Ley 142 es un régimen especial 
que contempla que el régimen jurídico de los contratos de 
las entidades estatales no se somete a la Ley 80 de 1993, 
sino al Derecho privado, pero se deberán aplicar los prin-
cipios de la función administrativa y de la gestión fiscal 
y además están sometidos al régimen de inhabilidades e 
incompatibilidades previstos para la contratación estatal. 
La contratación de los particulares, por supuesto, se rige 
por los principios del Derecho privado.
El Consejo de Estado, en sentencia del año 2016[39], 
abordó este tema, y consideró a manera de conclusión que 
39 Consejo de Estado, sección Tercera, (24) de octubre de (2016), C.P.: Marta 
Nubia velásquez rico. “(...) las entidades excluidas de la Ley 80, al amparo 
274
estas entidades, aunque no estén sometidas al régimen de 
la Ley 80, deberán respetar los principios de publicidad y 
transparencia característicos del Derecho público, además 
del deber de realizar ciertos procedimientos por la vía del 
Derecho Público.
Esta misma postura ha sido confirmada en anteriores 
pronunciamientos, como es el caso de la sentencia de 2011[40], 
en la que el Consejo explicó que el régimen de los servicios 
públicos domiciliarios era especial, ya que aplicaba tanto 
normas del Derecho privado como ciertas actuaciones del 
Derecho público.
6.4. Régimen de los usuarios
Existe un régimen general de protección al consumidor 
(art. 78 de la Constitución, Decreto Ley 3466 de 1982 y la 
Ley 1480 de 2011) que se aplica a todos los sectores eco-
nómicos, incluyendo los servicios públicos. Pero cuando 
existen normas particulares de protección de los usuarios 
en un servicio público, estas se aplican de preferencia, co-
mo en los servicios públicos domiciliarios, en el servicio de 
telefonía móvil celular, en el servicio de transporte aéreo, 
en el servicio bancario, y en el servicio de salud.
de la autonomía de la voluntad y de la libertad de formas del Derecho priva-
do, sumado al deber de respetar los principios de publicidad y trasparencia, 
pueden establecer reglas de selección, es decir, trámites que garanticen la 
oportunidad de que varias o muchas personas participen de la contratación 
de los bienes y servicios que requieren las entidades del Estado”.
40 Consejo de Estado, sección Tercera, (13) de abril de 2011 C.P.: Jaime orlando 
santofimio. “… porque aunque la regla general es la aplicación de las nor-
mas del Derecho privado, las características antes señaladas justifican que 
en algunos casos y para determinadas actuaciones se aplique el Derecho 
público”.
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El Consejo de Estado se ha pronunciado frente a esta 
materia en múltiples ocasiones, y establece que entre los 
derechos colectivos que están bajo la protección y regulación 
del Estado se encuentran los derechos de los consumidores 
y usuarios de los servicios públicos41.
Es de subrayar que no todos los servicios públicos tie-
nen régimen especial de protección de los usuarios; en 
consecuencia, a estos se les aplica el régimen general de 
los consumidores. Este régimen rige también en el caso de 
que se presenten vacíos en el régimen especial de protec-
ción de los usuarios, como es la publicidad en general, la 
garantía mínima presunta, la indicación pública de precios, 
entre otros.
Es importante tener en cuenta que en el régimen general 
de protección de los consumidores de bienes y servicios se 
presume que la vinculación del consumidor con la empresa 
siempre es contractual. En cambio, en el régimen especial 
de los usuarios de ciertos servicios públicos se tiene la 
idea de que la relación usuario y empresa es o bien una 
situación de vinculación contractual o bien una situación 
legal y reglamentaria.
En efecto, existen ciertos servicios públicos en los que 
los usuarios están vinculados con los prestadores por una 
relación contractual, como los servicios domiciliarios, la 
telefonía móvil celular, el servicio de transporte, el servicio 
41 Consejo de Estado, sección Tercera, (24) de octubre de (2016), C.P.: Mar-
ta Nubia velásquez rico. “Conforme a lo establecido en el artículo 88 de 
Constitución Política, corresponde al Estado velar por ‘la protección de los 
derechos e intereses colectivos’, dentro de los que se ubican el de los consu-
midores y usuarios, literal n) del artículo 4.° de la Ley 472 de 1998. De otra 
parte, el artículo 78 de la Constitución Política establece: “art. 78 La Ley 
regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a 
la comunidad, así como la información que debe suministrarse al público 
en su comercialización”.
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de educación impartida por los particulares, el servicio de 
televisión por suscripción, el servicio bancario en el caso 
de que se usen cuentas corrientes o de ahorro o créditos, 
servicio postal, servicio de distribución de combustibles, el 
servicio de salud de medicina prepagada. Dichos contra-
tos se rigen, en su mayoría, por el Derecho privado; pero 
otros, como los de los servicios públicos domiciliarios, se 
someten a un régimen contractual mixto: de Derecho pri-
vado y público. También ciertos contratos entre prestador 
y usuario se someten a un régimen específico y otros, no. 
Los contratos que están subordinados a un régimen especí-
fico son los de los servicios públicos domiciliarios42, el del 
servicio de telefonía móvil celular, el del servicio bancario, 
el del servicio de televisión por suscripción.
Entretanto, existen otros servicios públicos en los que la 
vinculación de los usuarios está supeditada a una situación 
legal y reglamentaria, como en efecto sucede en el servicio 
de radiodifusión nacional, el servicio de televisión públi-
ca, el servicio de policía, el servicio de bienestar familiar, 
el servicio de adecuación de tierras, el servicio de salud 
(tanto el régimen contributivo como el subsidiado), el de 
seguridad social de pensiones y riegos profesionales.
6.5. Régimen de los precios
En un principio, se concibió que los servicios públicos eran 
gratuitos, pero a medida que ha ido avanzando el tiempo 
se reconoció que se debía pagar por los servicios públicos. 
42 La Ley 142 establece: “los elementos esenciales y naturales del contrato de 
servicio público, las cláusulas abusivas, las sanciones contractuales en el 
caso de incumplimiento del contrato, reglas sobre la facturación, regla sobre 
reparación del daño, regla sobre la cesión de pleno derecho del contrato, y 
los procedimientos de peticiones, quejas y reclamos por parte del usuario”.
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Hoy en día, existen ciertos servicios públicos que están 
sometidos a una tasa o impuesto, como el alumbrado pú-
blico. Existen otros servicios públicos que son gratuitos, 
como el servicio de televisión pública, el servicio de ra-
diodifusión nacional, el servicio de policía, el servicio de 
bienestar familiar, entre otros, en los que el principio de 
gratuidad está vigente.
Pero, es de reconocer que la mayoría de los servicios 
públicos están sometidos al pago de un precio, entendido 
en su sentido natural como el valor pecuniario en que se 
estima una cosa. Por regla general, este precio es determi-
nado por autoridades de regulación especializadas. Cada 
régimen jurídico del servicio público tiene sus propias 
reglas sobre la determinación de los precios, cuyos princi-
pios rigen su regulación. En el caso que no esté previsto, 
de todas formas el Estado, en su facultad de intervención 
en la economía, interviene en los precios por expresa dis-
posición del artículo 334 de la Constitución Política y del 
artículo 60 de la Ley 81 de 1988[43].
El tema de la onerosidad de los servicios ha sido ex-
tensamente tratado por la Corte, incluso poco después 
de expedida la Constitución Política de 1991. Una de las 
primeras sentencias fue la C-580/1992[44], en la que afirmó 
que, salvo en algunos casos, era necesario que los servicios 
43 Esta ley establece diferentes modalidades para la política de precios: control 
directo, libertad regulada y libertad vigilada. 
44 Corte Constitucional. sentencia C- 580/1992. M.P.: Fabio Morón Díaz. “El 
tema de los servicios públicos comprende una de las materias de mayor 
sensibilidad en la opinión colectiva, sobre todo después del abandono del 
concepto de servicios públicos gratuitos que tantas expectativas causó en los 
comienzos del Estado social de Derecho. Hoy en día esa gratuidad ha sido 
abandonada quedando supérstite en pocos servicios como la Justicia (art. 
229 C. N.) o la educación (art. 67 C.N.), o la salud (arts. 49 y 50 C.N.), de ma-
nera más o menos parcial. actualmente los servicios públicos son onerosos, 
surgiendo la obligación para las personas y los ciudadanos de contribuir al 
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públicos fueran onerosos, con el fin de que con la contri-
bución de los ciudadanos se pudiera fomentar la inversión 
y desarrollo estatal.
6.6. Regulación
De acuerdo con el artículo 365 de la Constitución Política, 
el Estado tiene la facultad de regulación de los servicios 
públicos. Dicha regulación viene desde el Congreso de la 
república en su facultad de regulación legislativa, pasa por 
el Presidente de la república en su facultad de regulación 
reglamentaria, y finalmente el régimen jurídico de ciertos 
servicios públicos fijado por ley ha creado las comisiones 
de regulación especializadas que expiden actos adminis-
trativos regulatorios. En efecto, la Ley 142 de 1994 crea las 
comisiones de regulación, con el fin de regular los diferen-
tes servicios públicos domiciliarios, y la Ley 1122 de 2007 
crea la Comisión de regulación de salud para regular la 
prestación del servicio de salud.
La regulación, junto con el control y vigilancia, son las 
modalidades de intervención más importantes en los servi-
cios públicos en la actualidad. Es de subrayar que la Cons-
titución menciona el término regulación, pero no lo define. 
En la única norma de carácter legal que se encuentra una 
definición en el ordenamiento jurídico colombiano es en 
el artículo 14 numeral 18 de la Ley 142 de 1994.
Cuando se habla de regulación de los servicios públi-
cos, hay que entender como la facultad que tiene el Esta-
do de dictar normas jurídicas para ordenar y someter a 
los prestadores a los determinados fines constitucionales 
financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos 
de justicia y equidad (núm. 8, arts. 95 y 368 ibíd.)”.
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y legales. Cuando se regula normalmente se cuenta con 
unos instrumentos económicos, técnicos y normativos de 
regulación, tales como la entrada, la cantidad, la calidad, 
los precios, los contratos, los prestadores, los usuarios, la 
competencia45, etc.
Dichos instrumentos se aplican dependiendo de si los 
servicios públicos son considerados actividades económi-
cas o actividades no económicas. si el servicio público es 
considerado una actividad no económica, se usan dichos 
instrumentos sin considerar las estructuras del mercado. 
En cambio, si el servicio público es considerado una ac-
tividad económica, se deben tener siempre en cuenta las 
estructuras del mercado: la regulación dependerá de si 
estamos ante un monopolio o ante una actividad que se 
organiza en competencia.
6.7. Vigilancia y control
Presentamos la función estatal de vigilancia y control sepa-
rada de la de regulación, porque en el Derecho colombiano 
son independientes desde el punto de vista orgánico. sin 
embargo, en otros países latinoamericanos estas funciones 
están unidas en un solo órgano.
Efectivamente, en américa Latina no hay un modelo 
único de organización institucional en relación con la re-
gulación, vigilancia y control de los servicios públicos. Po-
demos resumir que existen dos modelos. En el primero, las 
autoridades están separadas: por un lado, las autoridades 
de regulación especializadas, y por otro, las autoridades 
de vigilancia y control, como es el caso colombiano. En el 
45 moreNo: regulación económica con énfasis en la regulación de los servicios 
públicos domiciliarios, en: Homo Iuris, Núm. 1, agosto de 1999. 
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segundo modelo evidenciamos una única autoridad para 
la regulación especializada y la vigilancia y control, como 
es el caso de Perú, Panamá, y otros países.
En el caso de Colombia, existen ciertos servicios como 
los servicios públicos domiciliarios, el servicio público de 
salud, y el servicio público de transporte que en su régimen 
jurídico fijado en la ley ha decidido crear entidades espe-
cializadas para realizar esa labor de control y vigilancia, 
por medio de las unidades administrativas denominadas 
superintendencias. En los demás servicios públicos, la fun-
ción de control y vigilancia es ejercida por los ministerios 
del ramo respectivo.
respecto a la labor de control y vigilancia, la Corte 
ha recalcado en varias sentencias, recientemente en la 
C-172/14[46], que el Gobierno tiene el deber de ejecutar las 
políticas de inspección, control y vigilancia que estableció 
el legislador previamente y cuya autorización es necesaria 
en caso de que el Gobierno pretenda delegar o desconcen-
trar sus funciones para lograr esos fines.
coNcluSIoNeS
Después del análisis anterior del Derecho de los servicios 
públicos en Colombia, podemos concluir que es una insti-
tución que permanece, es útil y ha vivido una renovación 
constitucional y jurisprudencial.
46 Corte Constitucional. sentencia C-172/14. M.P.: Jorge iván Palacio Palacio. 
“… el Congreso fija las directrices de acción en estas áreas [inspección, control 
y vigilancia] y el Gobierno las desarrolla, las lleva a la práctica. asimismo, 
teniendo en cuenta que se trata de funciones de naturaleza eminentemente 
administrativa, el Congreso puede autorizar la delegación o desconcentra-
ción mediante la creación de instituciones especializadas (…) siempre bajo 
la vigilancia y control del Presidente de la república en su condición de 
suprema autoridad administrativa.
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En efecto, los servicios públicos son una institución ju-
rídica que permanece pese a las transformaciones y meta-
morfosis. Esta institución tiene un régimen constitucional 
común y cada servicio público tiene su propio régimen 
jurídico fijado por ley. Lo característico del Derecho de los 
servicios públicos es que puede ser, o se puede mover, en 
un Derecho mixto al que le es aplicable tanto el Derecho 
público como el Derecho privado.
adicionalmente, los servicios públicos han demostrado, 
en su transcurrir en el Derecho positivo colombiano, ser 
una institución jurídica útil, porque tiene un arraigo social y 
cultural en la ciudadanía en general, ya que son plenamente 
identificadas las diferentes especies de servicios públicos. 
Las distintas especies de estos conviven en el día a día de 
los ciudadanos de Colombia. Por esta razón, no estamos de 
acuerdo con la afirmación de Palacios Mejía47 sobre que los 
servicios públicos son un concepto inútil en el día de hoy.
Finalmente, podemos decir que los servicios públicos 
son un concepto que se ha renovado, porque, en primer 
lugar, no se puede asimilar a una actividad administrativa, 
pero tampoco se puede equiparar a una actividad privada 
regida totalmente por el Derecho privado. a nivel de la 
Constitución Política de 1991, los servicios públicos fue-
ron ubicados en la parte del régimen económico en donde 
coexisten la libertad económica y la intervención del Estado.
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